
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Referencia: expediente 66001-31-10-003-2005-00646-02

Se decide el recurso de apelación interpuesto por ambas partes contra la sentencia de 8 de septiembre de 2008, proferida por el Juzgado Tercero de Familia, dentro del proceso ordinario instaurado por Judith y Fernando Montoya Patiño, contra José Alberto y Juan Carlos Posada Jiménez. 
I. ANTECEDENTES

1. En el escrito con el que se dio inicio a este proceso los actores solicitaron se ordenara a los demandados y a su favor “la restitución o reivindicación del inmueble” ubicado en la carrera 6ª No. 12-04 de esta ciudad, con folio de matrícula inmobiliaria 290-28409, cuyos linderos se consignan en la demanda “con el fin de que se rehaga el trabajo de partición y les sea adjudicada la cuota parte que les corresponda”, como herederos del señor Eliseo Montoya Botero; “la restitución o reivindicación de los frutos naturales y civiles” del mismo inmueble “con el fin de que al momento de rehacer el trabajo de partición, les sean adjudicados los que les corresponde (sic) como herederos” del mismo causante; y la condena en costas a su favor.  
2. Fundamentaron las pretensiones en los hechos que admiten el siguiente resumen. 
a) Al morir el 2 de junio de 1982 el señor Eliseo Montoya Botero, sus hermanos legítimos María Dolores, Juan Deogracias y José Domingo promovieron y terminaron el proceso de sucesión que culminó con la sentencia de 10 de diciembre de 1982, mediante la cual el Juzgado Primero Civil del Circuito, aprobó la partición. 
b) Los demandantes Montoya Patiño demandaron la petición de herencia en representación de su padre Ramón Antonio Montoya Botero, y así fue que obtuvieron del Juzgado Tercero Civil del Circuito, el 11 de febrero de 1984, la declaración de herederos, la orden de rehacer la partición y la condena de los demandados al pago de frutos naturales y civiles; sentencia que fue confirmada por la Sala Civil – Laboral de este Tribunal, el 31 de julio de 1986, adicionada para precisar que este último pago sería a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda “hasta cuando sean restituidos”.  
c) Entre los bienes que dejó el señor Montoya Botero se encuentra el inmueble a que se refieren las súplicas, el que se encuentra avaluado en $42.000.000, y fue vendido por los herederos a la señora Lucila Jiménez de Posada, por medio de la escritura pública 1265 de 20 de junio de 1983, que se otorgó en la Notaría Segunda de este Círculo, sin tener en cuenta a los aquí demandantes, que tenían igual derecho “con lo cual vendieron una propiedad que no les pertenecía en un ciento por ciento”. 
d) Ante el deceso de la señora Jiménez de Posada, el predio fue adjudicado a sus herederos, los demandados, quienes figuran como propietarios actuales en el certificado de tradición. 
3. Notificados que fueran de la demanda, y luego de intentar sin éxito  recurso de reposición contra el auto admisorio, los señores Posada Jiménez se opusieron a las pretensiones; admitieron varios de sus hechos; afirmaron que los Montoya Botero fueron adjudicatarios de buena fe; y adujeron que los actores no tienen el derecho que alegan puesto que no tienen título, ya que no se ha rehecho la partición según lo ordenado en el proceso de petición de herencia, pues no han promovido actuación dirigida a este fin ni a continuación de ese proceso ni separadamente. 
Dijeron proponer como defensas de fondo las que denominaron “prescripción”, “petición de modo indebido”, “falta de legitimación en la causa activa y pasiva”, “buena fe exenta de toda culpa” y “excepciones que se logren probar conforme al Art. 306 del C.P.C.” Alegaron mejoras y denunciaron el pleito a los herederos indeterminados de María Dolores, Juan Deogracias y José Domingo Montoya Botero, a los cuales se les designó curador ad litem, quien opuso la excepción de prescripción.  También presentaron una excepción previa que fue desechada en segunda instancia. 
4. En la sentencia objeto de la apelación se decidió lo siguiente:
“PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de fondo propuestas por dos de los demandados, por lo expuesto en la motivación.

“SEGUNDO: Declarar que los demandantes Judit (sic) y Fernando Montoya Patiño tiene (sic) derecho a recoger la cuota parte que les corresponde como herederos en la sucesión intestada del causante Eliseo Montoya Botero, en concurrencia con los demás herederos del causante reconocidos.

“TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, y con miras al nuevo trabajo partitivo que deberá efectuarse en la aludida sucesión, y que ya ha sido ordenada en acción de petición de herencia, en la que se les reconoció tal calidad a Judith y Fernando Montoya Patiño, los demandados Juan Carlos y José Alberto Posada Jiménez restituirán a la sucesión [de] Eliseo Montoya Botero la (sic) respectivas cuotas que les fueron adjudicadas como se explicó a lo largo de la parte motiva de esta providencia.

“CUARTO: No se hace condena alguna a cargo de los demandados y a favor de los demandantes por concepto de frutos producidos por la herencia dejada por el causante.

“QUINTO: Reconócese a favor de los demandados Juan Carlos y José Alberto Posada Jiménez, por concepto de mejoras la suma total de $50.000.000.oo.

“SEXTO: No sale adelante la objeción por error grave propuesta por la parte demandante, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

“SÉPTIMO: Niéganse por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los pronunciamientos relativos a la denuncia del pleito formulada por la parte demandada contra el denunciado.

“OCTAVO: Cumplido lo anterior, se cancelará la inscripción de la demanda. Líbrese oficio a través de la secretaría del juzgado a la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la ciudad.”

II. LA SENTENCIA DEL JUZGADO
1. En primer término, aludió el despacho de primera instancia a los requisitos que en su criterio debían reunirse para interponer válidamente la acción que consagra el artículo 1325 del Código Civil invocada por los demandantes y concluye que han acreditado la calidad de herederos que les reconoció un fallo judicial y están legitimados por activa para desplegarla. Por otra parte, afirma que los demandados, en su condición de ser titulares del derecho de dominio sobre el inmueble del litigio están habilitados para la correspondiente réplica.  
2. Se ocupa, entonces, de los elementos que según el artículo 946 del Código Civil deben conformarse para la prosperidad de la acción reivindicatoria y los encuentra colmados. Anota, en cuanto a lo medular del asunto que el derecho de los Montoya Patiño surgió desde el 2 de junio de 1982, día en que murió su tío Eliseo “a pesar que (sic) con posterioridad judicialmente fueron declarados herederos de tal causante” y “adquirieron el derecho de la cuota parte del bien inmueble objeto de esta reivindicación. Es así como no se requiere del trabajo de partición y adjudicación para reconocer el dominio de la cuota parte, pues éste se hace necesario sólo para materializar el derecho en el sentido del porcentaje determinado que le corresponda (sic)”, para lo cual es necesario reivindicar las cosas a la sucesión para que sean repartidas entre los herederos. 
3. Seguidamente, analiza las excepciones de mérito propuestas. La de prescripción, dice, se interrumpió el 3 de agosto de 2005 con la presentación de la demanda y como tal lapso transcurría desde el 1 de septiembre de 1986, siguiente hábil a aquél en que se notificó el auto de obedecimiento al superior en el proceso de petición de herencia de los aquí demandantes, no se ha conformado. Porque la prescripción es la veintenaria ya que a este caso no se aplica la ley 791 de 2002. Descarta la de petición de modo indebido e insiste en su tesis de que está probada la legitimación de ambas partes para desechar otra de las propuestas. Además, no encuentra que se hubieran configurado hechos que generen declaración oficiosa. 

4. Se refiere, finalmente, a que los demandados son poseedores de buena fe, al contrario de su causante. No obstante, sostuvo que no había pruebas sobre los frutos naturales y civiles que habrían de restituir habida cuenta de lo previsto en el artículo 964 del Código Civil. En cambio, adujo había que reconocer las mejoras alegadas por ellos, al acoger el dictamen pericial que obra en el proceso en el que no halló error grave; y le pareció improcedente la denuncia del pleito.
III. LOS RECURSOS DE APELACIÓN
1. La parte demandante propugna porque se revoque la condena atinente al pago de mejoras con fundamento en que la experticia en que ellas se fundan contiene graves errores de apreciación, de los que participó el juzgado al no realizar una valoración suficiente y detenida del material probatorio. Además, aduce que las dichas mejoras no las incorporaron al inmueble los demandados sino sus padres, quienes obraron de mala fe y desconocieron los derechos que tienen mediante maniobras dolosas y sería injusto que ahora se reconocieran.  
2. La contraparte aspira a la revocación del fallo, en tanto que discrepa del punto de referencia adoptado por el a-quo en relación con la contabilización de la prescripción ya que para el mismo debe tenerse en cuenta la liquidación de la herencia y la escritura 1265 de 1983, mediante la cual los herederos de Eliseo Montoya Botero vendieron a la señora Lucila Jiménez de Posada el inmueble de la carrera 6ª No. 12-06, a quien entregaron la posesión que antes tenía el causante, de modo que cuando se interpuso la demanda ya el término prescriptivo se había consumado. 

De otro lado, discurre que quien “tiene su estado civil sucesoral no puede reivindicar para si (sic) sino para la universalidad de los herederos, advirtiendo que se hagan los descuentos a los herederos que ya recibieron la cuota herencial…”, la que conduce a que falle la legitimación en la causa, cuestión propia del Derecho sustancial”, y por ende, a una sentencia desestimatoria. Argumenta que todo ha sido por culpa de los demandantes que desde 1958 tenían la expectativa de ser herederos pues en ese año falleció su padre, luego no se presentaron a la sucesión de su tío, y por último, promovieron un proceso de petición de herencia al que no acumularon la reivindicación. 
IV. CONSIDERACIONES 
1. La decisión del asunto litigioso implica el examen de la norma en que se han basado las súplicas de la demanda, o sea el artículo 1325 del Código Civil, que en su inciso 1º dice: “El heredero podrá también hacer uso de la acción reivindicatoria sobre cosas hereditarias reivindicables que hayan pasado a terceros y que no hayan sido prescritas por ellos”. Frente a este caso lo que surge primeramente es la interrogante acerca de si los herederos en estos casos deben obrar prevalidos de la adjudicación de los bienes para poder reivindicarlos o si basta para la viabilidad de sus súplicas que simplemente acrediten su condición de tales. Porque como se desprende del precedente resumen, está demostrado que los demandantes Montoya Patiño a pesar de que promovieron un proceso de petición de la herencia de Eliseo Montoya Botero, en el que se reconocieron sus derechos por representación, nunca acudieron a rehacer la partición que se ordenó en su favor. En efecto, en la sentencia que data de 11 de febrero de 1984
, se dispuso la consiguiente refacción sin que hasta ahora se haya realizado. Esta cuestión como prima facie se observa, está relacionada con la legitimación en la causa, pues de deducirse que la prosperidad de la acción depende de que se haya acreditado la adjudicación, en el aire quedarían las pretensiones. Como tiene averiguado la doctrina dicha legitimación “...no es un presupuesto del proceso sino cuestión atinente a la titularidad del derecho de acción o contradicción. En otros términos se dice que sólo esta legitimado en la causa la persona que tiene el derecho que reclama, y como demandante, quien es llamado a responder, por ser, según la ley, el titular de la obligación correlativa…”.
 
2. Desde esta perspectiva, ha de memorarse, que de acuerdo con la doctrina existente acerca de la norma cuya aplicación se reclama, se ha dicho que ante el hecho de que un tercero tome posesión de los bienes de un causante, sus herederos se enfrentan a circunstancias diferentes según se les haya adjudicado o no, la herencia: en el primer caso ejercen la acción reivindicatoria a favor de la misma; en el segundo, la del artículo 1325 que ejercen en forma personal y que es potestativa del adjudicatario. Al respecto puede citarse al profesor Valencia Zea: 

“Primera situación. Los herederos pueden, antes de la partición y adjudicación de la herencia, reivindicar bienes pertenecientes a la masa herencial poseídos por terceros. Aquí el heredero debe reivindicar para la comunidad hereditaria, es decir, para todos los coherederos, pues aún no es dueño exclusivo de ninguna de las propiedades que pertenecían al causante. Y no puede reivindicar para sí, pues solo con la partición y adjudicación adquiere un derecho exclusivo sobre los bienes que se le adjudiquen. 

“Como aun no se ha realizado la adjudicación, los herederos reivindican con fundamento en que el bien se hallaba radicado en cabeza del causante o de cujus y a ellos se les han transmitido derechos hereditarios sobre esos bienes desde la apertura de la sucesión.

“Segunda situación. Los herederos pueden reivindicar bienes que formaban parte de la masa herencial y una vez verificada la partición y adjudicación, en los casos en que algunos de esos bienes se les haya adjudicado y se hallen en poder de terceros. En este caso reivindican para sí y no en nombre de los coherederos ni para la comunidad hereditaria, pues esta feneció con la partición y adjudicación. Reivindican con fundamento en que el dominio del bien reivindicado estaba en cabeza del causante y a ellos se les adjudicó.”

3. Aquí los herederos no ejercieron la acción en nombre de la sucesión del señor Eliseo Montoya Botero, como equivocadamente consideró la primera instancia, pues ni en el poder que confirieron ni en la demanda concretaron que sus aspiraciones fueran las de obrar en su nombre ya que plantearon que pedían la reivindicación del inmueble y que “se rehaga el trabajo de partición y les sea adjudicada la cuota parte que les corresponde como herederos”. Esto último por lo demás era inocuo ya que la declaración correspondiente ya la habían obtenido en el proceso de petición de herencia. Mas en todo caso, ellos no obraron al impetrar la restitución a favor de la mortuoria sino iure proprio y en tal caso, ha de apreciarse que de acuerdo con la doctrina copiada, su legitimación se resiente ya que la reivindicación del artículo 1325 dependía de que con antelación se les hubiera adjudicado el inmueble cuya restitución pretenden. Y como con toda evidencia se tiene que no han intentado que se rehaga el trabajo de partición ni ninguna cuota en el bien litigado les ha sido adjudicada, han dejado huérfanas de sustento sus actuales pretensiones. 

4.  Porque a pesar de lo especial de la acción que consagra el artículo citado, en cuanto que se trata de una reivindicación que se sitúa en el código sustantivo en el capítulo que establece las previsiones relativas a la petición de herencia, esto no quiere decir que sus principios no sean los mismos de la acción que se consagra en los artículos 946 y siguientes, en la cual lo fundamental es la protección del derecho de dominio y que quien demanda sea titular del mismo, con la excepción del artículo 951 que concede esta acción al que ha perdido la posesión regular de la cosa y se hallaba en cierne de poderla ganar por prescripción, pero con la limitación de que no valdrá contra el verdadero dueño ni contra otro de igual o mejor derecho. Por tanto, de frente al caso que se examina, la protección de la propiedad de una cosa singular reivindicable, puede surgir para la herencia ilíquida, y en tal caso ha de acreditarse el dominio que tenía el causante; o para el propio heredero, y en tal evento está determinado a probar que ya se le adjudicó el bien. De allí que se haya afirmado por la jurisprudencia: 

“La similitud de las acciones reivindicatoria y de petición de herencia, en tanto ellas propenden por hacer efectivo el atributo de persecución propio de los derechos reales (el de herencia y el dominio, entre otros, lo son), ha ocasionado que el ámbito de dichas acciones tienda a confundirse, por lo cual la Corte, de tiempo atrás ha clarificado el alcance de una y otra acción, a punto tal que restringió, naturalmente con base en la interpretación de los textos legales, el uso por parte del heredero, de la acción reivindicatoria mientras no tenga sobre las cosas reivindicables la propiedad plena o nuda, absoluta o fiduciaria, dado que la declaración sumaria de heredero no le otorga esa acción sino la de petición de herencia
, salvo que el heredero por economía procesal ejercite bajo una misma cuerda la acción de petición de herencia y la reivindicatoria, o que, invocando esa calidad de heredero y no ya para sí sino para la sucesión o mejor, para la comunidad, entable la acción reivindicatoria de la que era titular su causante…
“…En síntesis, se tiene entonces que en virtud de la acción de petición de herencia ejercida en un caso como el que plantea este asunto, probado su derecho, el demandante debe obtener, no solamente el reconocimiento de su vocación hereditaria, lo que supone la adjudicación de la parte de la herencia que le corresponde, sino además, la orden de que se rehaga el trabajo de partición –toda vez que el elaborado le es inoponible-, se cancele su registro y se le restituyan las cosas hereditarias de que esté en posesión el demandado, en la medida en que sea el actor heredero preferente y las cosas no hayan sido enajenadas; porque si es concurrente, tendrá derecho a una ‘restitución material del derecho hereditario indebidamente ocupado, vale decir, que derive el desplazamiento del derecho de los demandados a suceder al causante en aquella parte que de acuerdo con la ley le pertenezca al demandante.’ (G.J. CCXII, pág. 116). Pero si las cosas hereditarias han pasado a terceros, deberá demandar de estos la reivindicación en la medida en que en la partición se les hayan adjudicado, sin perjuicio de poder hacer responsables de las enajenaciones, a los coherederos vencidos o herederos putativos, en los términos del artículo 1324 del Código Civil.”
 
“Aunque el heredero sea único, él no puede ejercitar para sí sino para la sucesión las acciones (reales o personales) que correspondían al causante; él no adquiere legalmente el derecho de ejercitar una acción de estas sino cuando le ha sido adjudicada.”
 
5. Por supuesto que vistas así las cosas no se halla explicación al prolongado período de aquietamiento en que entraron los demandantes, que luego de triunfar en el proceso de petición de herencia, no hicieron efectiva la declaración de que la partición realizada en la sucesión les era inoponible y que debía adelantarse su refacción para que se materializara su derecho de dominio. Es decir, que no dieron un paso jurídico que era necesario para luego poder fundamentar la reivindicación con base en el artículo 1325 del Código Civil, y sus pretensiones quedaron desde tal momento signadas por el infortunio, puesto que, para agravar las cosas, las amalgamaron con súplicas que ya habían sido satisfechas como se advirtió atrás, y que llevaron a una inútil reiteración de órdenes como puede verse en la parte resolutiva de la sentencia que se revisa.  
6. En conclusión, no hay legitimación en la causa en relación con la parte demandante. Así lo había entendido el a-quo cuando decidió la excepción previa, tesis que abandonó al proferirse el fallo, y que la parte demandada, dicho sea de paso, dejó de defender con la claridad que planteó al contestar y plantear la excepción previa que, según dijo la Sala anteriormente, se desechó no porque fuera desacertada su alegación sino porque su análisis debía hacerse de fondo, al fallar. Énfasis se hace en que si bien no se exigen palabras sacramentales al pedir la tutela jurídica, sí debe precisarse con suficiente claridad si en estos casos se pide para el patrimonio autónomo llamado sucesión, para evitar adversas consecuencias como las a que aquí se desemboca. Todo lo cual implica que se impone la revocación de la sentencia apelada puesto que ante esta deducción se advierte la improcedencia de seguir adelante con el análisis de los demás elementos de la acción y de las excepciones de mérito que opuso la parte demandada. Las costas de ambas instancias, las pagarán los actores. 
En razón de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  revoca la sentencia que dictó el Juzgado Tercero de Familia, en este proceso ordinario de Judith y Fernando Montoya Patiño contra Jorge Alberto y Juan Carlos Posada Jiménez. En su lugar, niega las pretensiones de los demandantes, quienes pagarán las costas de ambas instancias. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos 


Gonzalo Flórez Moreno

(con salvamento de voto)

SALVAMENTO PARCIAL DE  VOTO

Magistrado ponente
: Fernán Camilo Valencia López

Expediente No.
         : 66001-31-10-003-2005-00646-01

Proceso          

: Ordinario reivindicatorio 

Demandante   
         : Judith y Fernando Montoya Patiño

Demandada    
         : José Alberto y Juan Carlos Posada 

Con el debido respeto por la mayoría, me permito manifestar que no comparto la decisión adoptada, que revocó el fallo de primera instancia con el argumento de no estar legitimados los actores para pedir porque ejercieron la acción en su propio nombre y no para la sucesión del causante Eliseo Montoya Botero, conclusión a la que se llegó al interpretar erróneamente la demanda que a juicio de mis compañeros no se ofreció clara, como se plasmó en esa providencia al llamarse la atención de los actores cuando se expresó “si bien no se exigen palabras sacramentales al pedir la tutela jurídica, sí debe precisarse con suficiente claridad  si en estos casos se pide  para el patrimonio autónomo llamado sucesión, para evitar adversas consecuencias como a las que aquí se desemboca”.

En relación con la interpretación de la demanda ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“1. Como se sabe, la labor de interpretación de la demanda, desarrollada con el único propósito de descubrir la intención original de quien acude a la jurisdicción, el juez la podrá adelantar en la medida en que el libelo se lo permita sin desfigurar la realidad que por sí sola allí se patentice, esto es, en aquellas hipótesis en que al hacerlo no modifique la esencia de lo pedido ni de las circunstancias fácticas en que el actor haya fundado esas súplicas; ya que, para decirlo en sentido contrario, si el contenido integral del acto introductorio ostenta claridad y precisión meridianas o si, en cambio, su oscuridad y confusión es de tal magnitud que objetivamente se hace imposible encontrar ese verdadero horizonte, entonces el sentenciador no podrá más que sujetarse a la literalidad que aparezca expuesta, con las consiguientes consecuencias para el promotor del proceso; por supuesto que aquel no goza de esta facultad interpretativa, ha dicho la Corte, por un lado, “cuando la imprecisión y oscuridad de sus términos es tal que obstaculice por completo la averiguación de lo que el demandante quiso expresar, evento en el que, so pena de incurrir en yerro fáctico, no es posible la interpretación porque se suplantaría la presentada por su autor, sustituyéndolo de esa carga consagrada en la ley de manera exclusiva para él”, y, por el otro, en los casos en que los términos del aludido escrito “sean de tal precisión y claridad que no dejen ningún margen de duda acerca de lo pretendido por el demandante, caso este último en el que el juez debe estarse a ellos en la forma como se los presenta el actor, por cuanto pretender una interpretación de los mismos lo conduciría a un yerro similar, que en ambos casos sería manifiesto” (G.J., t. CCXLIII, págs. 112 y 113).”

Estimo, de acuerdo con esa jurisprudencia, que la demanda no requería ser interpretada porque de su tenor literal puede inferirse que los actores demandan la reivindicación de un bien para la sucesión, como se plasmó de manera expresa en la primera pretensión en la que concretamente se solicitó la reivindicación de un inmueble a favor de los señores Judith y Fernando Montoya Patiño “con el fin de que se rehaga  el trabajo de partición y les sea adjudicada  la cuota parte que les corresponde como herederos del señor Eliseo Montoya Botero” , esa expresión también se consignó en la pretensión segunda, al solicitar, con la misma intención, la restitución de frutos.

En esa frase consignaron de manera concreta la finalidad del proceso, mas no una nueva pretensión como lo quieren hacer ver mis compañeros que también la transcriben en el fallo como si de otra se tratara, al omitir escribir las primeras palabras que yo sí plasmo: “con el fin de …”.

Surge de esa locución el propósito de los actores al solicitar de la justicia tutuela jurídica: que el bien ingrese al patrimonio del causante para que ellos lo puedan recoger como sus herederos mediante un nuevo trabajo de partición.

Entonces, si era ese el objetivo de la demanda instaurada, no ha debido desentrañarse su sentido que se ofrecía claro y que sin duda alguna permite deducir que reivindican iure hereditario y no para sí.  En consecuencia se encuentran legitimados en la causa para demandar.

Pero aceptando en gracia de discusión que fuera menester interpretar la demanda, ha debido ejercerse esa facultad en forma tal que se evitaran decisiones como aquella de la que me aparto, en la que no se rindió tributo a los principios generales del derecho que buscan obtener una justicia pronta y eficaz e impidió que se desatara el litigio con una sentencia que realmente se pronunciara sobre el fondo del asunto, es decir, respecto a si la acción de dominio se abría o no paso, asunto que no pudo ser tratado por la ausencia de legitimación por activa que se encontró configurada.

Me parece que con la interpretación realizada se pasó por alto el contenido literal de la demanda que plasmó los fines pretendidos y que no resultó racional ni lógica; por el contrario, fue demasiado exigente a la hora de determinar la calidad con la que actuaron los demandantes al elevar sus pretensiones.

En conclusión, considero que como los actores estaban legitimados para promover la acción, resultaba procedente analizar los presupuestos de la acción de dominio para determinar si las súplicas de la demanda estaban o no llamadas a prosperar.

Por esas razones, me aparto de la decisión que por mayoría se aprobó.

Pereira, noviembre 19 de 2009

Atentamente,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  
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